
Viérnes 19 de abril de 1861. 1

DE LA PROVINCIA DE LAS BALEARE.

Wtm. 4458.

Núm. 1541.
CONTADURÍA DE HACIENDA PUBLICA 

de Zas Baleares.

La Dirección general de la Deu­
da pública me participa que los te­
nedores de las carpelo señaladas 
con los números del l.° al 21 am­
bos inclusive podrán recojer ya de 
aquel centro directivo por los me­
dios que establece el anuncio publi­
cado en el Boletín de esta provincia 
núm. 4421, los nuevos títulos del 
3 por 100 consolidado interior en 
equivalencia de los antiguos que 
presentaron en esta Contaduría pa­
ra su renovación. Lo que se anun­
cia en el Boletín oficial y periódi­
cos de esta ciudad para noticia de 
los interesados. Palma 19 abril de 
1861.—Manuel de Villar.

• Núm. 1542.
AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL

de Andraitx.

Terminadas las operaciones de cla­
sificación de la riqueza rústica, ur­
bana y pecuaria de este distrito, su­
jeta al pago de la contribución ter­
ritorial; ha dispuesto el Ayuntamien­
to de acuerdo con la junta pericial, 
se pongan dichos trabajos de mani­
fiesto al público por espacio de 20 
dias en la casa consistorial de esta 
villa de ocho á doce por la mañana y 
de tres á seis por la tarde, á fin de 
que, los propietarios asi vecinos co­

mo forasteros puedan examinarlos y 
producir las reclamaciones que es­
timen convenientes: en la inteligen­
cia de que, trascurrido dicho plazo 
ninguna podrá admitirse y se proce­
derá á lo demas que está mandado 
por instrucción. Andrailx 14 de abril 
de 1861.—El Alcalde, Gabriel Va- 
lent.—P. A. del A.—Antonio Ale­
mán y y ValenL secretario.

Núm. 1545.
GOBIERNO DE LA PROVINCIA

DE LAS ISLAS BALEARES.

Quintas.—Por el Ministerio de la Go­
bernación se me ha comunicado la Real 
orden siguiente:

«Visto el número considerable de mozos 
sujetos á quintas que emigran á las colo­
nias españolas de Ultramar y á puntos dis­
tantes mas de cincuenta leguas de la resi­
dencia de sus padres: la Reina (q. D. g.), 
deseosa de que no continúen en el servicio 
sino el menor tiempo posible los soldados 
que para suplir á los ausentes deben en­
tregarse al ejército con arreglo á lo pre­
venido en el artículo 92 de la ley vigente 
de reemplazos y Real orden circular de 26 
de marzo de 1858, ha tenido á bien re­
solver que en los asuntos de esta clase se 
observen las disposiciones siguientes:

1 .a Al verificarse el llamamiento y de­
claración de soldados, y siempre que V. S. 
ó el Consejo provincial lo juzguen conve­
niente, se exigirá á los padres, y en su 
defecto á los hermanos y parientes mas 
próximos de los quintos ausentes, formal 
declaración en que manifiesten con toda 
claridad el país v pueblo en que estos re­
siden; y si fuere posible, su habitación ó 
domicilio determinado.

2 .a Cuando los mozos ausentes en la 
Península no se presentasen á la Autoridad 

dentro del término que al efecto les hu­
biese señalado el Ayuntamiento respectivo 
en cumplimiento de los artículos 92 y 112 
de la ley citada; cuando residan en los do­
minios españoles de Ultramar, y siempre 
que haya datos para creer que se oculta 
su paradero, V. S. y los Alcaldes obliga­
rán por todos los medios legales á los pa­
dres y parientes de los quintos emigrados 
á que sean esplícitos y exactos en las es- 
presadas declaraciones, so pena de ser en­
causados criminalmente como cómplices de 
la fuga de estos, y de incurrir en la mul­
ta de quinientos á dos mil reales, ó en la 
correspondiente prisión correccional que les 
impone el artículo 117 de la propia ley.

3 .a Escitará V. S. ademas el celo de 
los Ayuntamientos para que en el primer 
caso á que alude la disposición anterior, ó 
ruando el quinto se hubiere ausentado á 
país estranjero sin consignar préviamente 
el depósito ú otorgado la fianza que exige 
el artículo 127 de dicha ley, aceleren las 
declaraciones de prófugos tanto cuanto lo 
permitan las formalidades que en ella se 
requieren para dictar estos acuerdos.

4 .a Si los padres y parientes de ios 
mozos emigrados no dieren noticias acerca 
de su paradero; si las que hubieren dado 
resultasen falsas, ó si hubiere cualquier 
otro motivo para presumir en aquellos 
complicidad en la fuga de los ausentes, 
los Ayuntamientos deberán hacer constar, 
según previene la ley de reemplazos en 
su artículo 117, los indicios que sobre el 
particular resulten y remitir las oportunas 
diligencias al Tribunal ordinario para la 
formación de causa y demas efectos á que 
haya lugar según las disposiciones penales 
de la misma ley.

a,a Sin perjuicio de las multas que 
con arreglo á las leyes pueden imponer 
V. S» y los Alcaldes para llevar á efec­
to las disposiciones vigentes sobre quintas, 
se remitirán igualmente á los Tribunales 
ordinarios todos los datos é indicios que 
hubiere para formar causa criminal, como 
exige el artículo 162 de dicha ley, contra 
las personas que en la ejecución de las ope­
raciones del reemplazo cometan cualquier 
otro detito ó falla de los que comprende el 
Código penal.

6 .a Se oirá también á los suplentes y 
sus familias, así como á las demas perso­
nas interesadas en el sorteo, cuantas noti­
cias puedan facilitar sobre el paradero de 
los ausentes y nombramiento de los apo­
derados exigido por la Real órden circu­
lar de 30 de junio de 1856.

7 .a V. S. en vista de estos datos y de 
los que hubieren facilitado los padres ó 
parientes de los emigrados, formará y re­
mitirá á este Ministerio relaciones de los 
quintos que residan en los dominios espa­
ñoles de Ultramar, ajustándose al modelo 
adjunto y cuidando de incluir en una los 
que existan en la isla de Cuba, en otra 
por separado los que hubiere en la isla de 
Puerto-Rico, y por último en otra terce­
ra los de Filipinas. Estas relaciones no se 
detendrán en ese Gobierno de provincia 
mas que el tiempo necesario para for­
marlas.

8 .a Respecto á los quintos que residan 
en las islas adyacentes á la Península, en 
nuestras posesiones de Africa ó confinados 
en algún establecimiento penal, V. S. y el 
Consejo de provincia procederán como es­
tá mandado en la citada Real órden de 30 
de junio de 1856.

Y finalmente, se encarga á V. S. y á 
ese Consejo provincial, que no omitan me­
dio ni diligencia alguna de cuantos su ce­
lo pueda sugerirles para la eficaz persecu­
ción y captura de los prófugos de esa y 
otras provincias, según les está prevenido 
repetidas veces, y muy especialmente por 
la Real órden de 31 de diciembre de 1856, 
inserta en la Gaceta de 19 de julio de 1859, 
y que aplicará V. S. en la parte que fue­
re posible al territorio de su mando. = 
De órden de S. M. lo digo á V. S. para 
su inteligencia,, la del Consejo de esa pro­
vincia y demas efectos correspondientes. 
Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 
28 de febrero de 1861 .=Posada Herrera.»

Y he dispuesto se inserte en el Bole­
tín Oficial para su publicidad y demas efec­
tos correspondientes. Palma 15 abril de 

1861.—José Fernandez del Cueto.
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PROVINCIA DE REEMPLAZO DE 186 .

Re l a c ió n  detallada de los quintos de esta provincia residentes en la isla de 

isla á cuenta del cupo de sus respectivos pueblos en el citado reemplazo.
que deben entrar á servir en el ejército de dicha

NOMBRE

y apellidos, paterno y materno de los quintos.
NÚMERO. SERIE.

PUEBLO 
ó distrito municipal 

en que fueron sorteados.

PUEBLO 
donde residen y señas de la casa en que habitan, 

ó del establecimiento en que se hallan.

PERSONAS 
nombradas para presenciar su talla y reconoci­

miento, con espresion del punto de su residencia.
NOMÍRES I RESIDENCIA DE LOS PADRES,

José García y Sánchez..................... 9 1.a Avilés.................. Habana.—Calzada del Rull del Mon­
te, tienda de la Fama.................

। D. Juan Puente y Cuesta que vive en 
la Habana, calle de Galiana, n0 2. Juan y María, residentes en Cabranes.

Domingo Fernandez y Gutiérrez . . 17 I.4 Idem..................... Idem.—Calle de San Isidoro, núm. 3. i D. José Iglesias, residente en la Ha- 
| baña, calle del Obispo, núm. 9. . Pedro y Antonia, en Allande

Ramón Suarez y Álvarez.................. . 15 2.a Idem..................... Idem.—Café de la Retreta.................. D. Juan López y Arias.—Habana ca­
lle del Soldado, núm. 38..........Bartolomé y Andrea, en Amieba.

Manuel González y Martínez . . . . 39 1.a Candamo.............. Matanzas.—Tienda de la Gloria. . . D. Aquilino Arias y Suarez, del Co­
mercio de Matanzas.....................José y Matea, en Cudillero.

Francisco Vidal y Rodríguez . . . . 52 1.a Idem..................... Cienfuegos.-Calle déla Trinidad, n° 1. El Procurador síndico........................ Diego y Quiteña, difuntos.

Oviedo de de 186

El  Go b e r n a d o r ,

ADVERTENCIA.

(Se cuidará de no usar abreviaturas en estos estados.)

Aúm. 1544.
REGENCIA DE LA AUDIENCIA 

TERRITORIAL DE MALLORCA.

En la ciudad do Palma de Mallorca á 
tres de abril de mil ochocientos sesenta y 
uno. En el pleito que sigue D. Juan Jau- 
ine, demandante, D. Francisco Togores 
procurador en su nombre, contra D. Ju­
lián Jaume, demandado, D. Miguel Seguí 
procurador en el suyo, con citación de don 
Manuel Sancho en el concepto de apode­
rado de D. Antonio Jaume, los estrados 
del tribunal en su rebeldía, sobre testa­
mentaría de la madre de dichos interesa­
dos Margarita Cardell, y ahora sobre agra­
vios de las liquidaciones de la .herencia de 
la misma, que pende ante Nos en Sala 

mera de esta Audiencia Territorial en 
. ido de apelación de la sentencia pro- 

nciada por el Juez do primera instancia 
. .1 distrito de la Lonja de esta ciudad en 
veinte de octubre del año próximo pasado, 
por la cual=Resultando que las partes li­
tigantes en uso de la facultad que conce­
de el artículo cuatrocientos noventa y dos 
de la ley de Enjuiciamiento civil, acorda­
ron separarse de la prosecución del juicio 
según los trámites en dicha ley estableci­
dos, y que en su lugar se entregaran los 
autos y papeles inventariados al contador 
mas moderno para formar la liquidación 
la cual se pasase al otro contador; que 
habiendo conformidad se había de seguir 
ios prescritos en el artículo cuatrocientos 
setenta y nueve y siguientes de dicha ley 
y no habiéndola, se incoase el juicio or­
dinario prevenido en el artículo cualroqien- 
tos noventa, formulando el actor los agra­
vios de la liquidación contraria, y obser­
vándose después de la aprobación defini­
tiva de las liquidaciones, lo dispuesto en 
el artículo cuatrocientos noventa y uno. 
=Resulla-ido que dicho acuerdo quedó 
aprobado por auto en vista de siete de 
junio de mil ochocientos cincuenta y nue- 

■ y que conferido traslado de la liquida- 
cio formada por el Contador mas moder­
no, léjus de conformarse con ella la parte 
contraria, presentó su contador otra en 

discordia, y en su consecuencia el actor 
formuló los agravios que comprende el es­
crito folio ciento treinta y uno prosiguién­
dose el juicio ordinario por todos sus trá- 
mites=Considerando que por parte del 
actor no se ha justificado cual correspon­
día el fundamento de la diferencia de cua­
renta y cuatro libras en el valor de los 
estimes del predio Cortada, se declara no 
haber lugar al primer agravio =Consi- 
derando la conformidad de las partes res­
peto á que la omisión padecida en la li­
quidación fojas ciento diez y ocho, de las 
trece libras por el valor de una arca, ha 
sido involuntaria, se declara agravio el se­
gundo. =Considerando que este juicio de 
testamentaría se halla en el período de di­
visión y que por consiguiente no es ad­
misible la acumulación del crédito de once 
mil ochocientas veinte libras como corres­
pondiente á la herencia, cuando no consta 
continuado en el inventario durante cuyo 
período fue cuando con arreglo á la ley 
debió pedirse su inclusión y resolverse, 
en caso de oposición, si debía ó no adi­
cionarse el inventario, continuando el re­
ferido crédito.=Considerando que aunque 
también se hizo inventario por separado 
de documentos, de ninguno de ellos apa­
rece dicho créuito, y que por otra parte 
no se han justificado suficientemente en 
autos los hechos de que se pretende de­
ducir la existencia de tal crédito á favor 
de la herencia de que se trata.=Se de­
clara no haber lugar al agravio tercero. 
=Considerando que la cantidad referente 
á los atrasos de pensiones de censos com­
prendida en el número catorce de la li­
quidación folio ciento diez y ocho, proce­
de desde la época en que Juan Jaume en­
tró en el arrendamiento de Cortada, y que 
no habiéndose acreditado por este los pa­
gos, debe suponerse existente la deuda. 
Se declara no haber lugar al agrasio cuar­
to. "Considerando que el escrito del fo­
lio cinco en que se provocó el juicio de 
testamentaría por parte de Juan Jaume 
no tuvp por objeto únicamente las legíti­
mas sino la parte hereditaria en todos los 
bienes y efectos pertenecientes á la heren­
cia materna, cuyo objeto no consta en el 
escrito fojas ciento diez limitado á solo la

1 segregación de las legítimas como quiere 
suponerse. Se declara no haber lugar al 
agravio quinto.^Considerando que solo 
el heredero y no los legitimantes, es quien 
debe prestar las obligaciones y cargas de 
la herencia. Se declara no haber lugar al 
agravio sesto.=Sc aprueba la liquidación 
folio ciento diez y ocho con la modifica­
ción consiguiente al segundo agravio que 
queda declarado.=Vistos los méritos del 
proceso, siendo ponente el magistrado don 

, Rafael Gonzalo Muñoz.^Aceptando los 
fundamentos de la sentencia apelada, mé- 
nos el último considerando relativo al agra­
vio sesto.=Considerando con respeto á 
este que, con arreglo á la ley de Enjui­
ciamiento civil, en los juicios de testamen­
taría deben los contadores formar, no solo 
la liquidación, sino también la división de 
la herencia, haciendo las adjudicaciones 
que correspondan en la forma prescrita por 
la misma ley, cuya última operación debe 
consignarse en las cuentas particulares ó 
particiones de que habla la propia ley:= 
Considerando que conforme al artículo 
cuatrocientos setenta y ocho de ésta an­
tes de hacer los contadores las adjudica­
ciones debe preceder una junta que ha de 
tener por objeto obtener el acuerdo de los 
interesados respeto á la adjudicación, en 
la cual deberá tratarse de ¡a cuestión que 
se debate en el agravio sesto relativa á la 
entrega á los legitimantes de parte de los 
capitales de los censos pasivos de esta he- 
renc¡a:=Vistos los artículos cuatrocientos 
setenta y seis al cuatrocientos noventa y 
uno de la citada ley de Enjuiciamiento.= 
Fallamos: Que debemos confirmar y con­
firmamos la sentencia apelada, menos en 
cuanto al agravio sesto, respecto al cual 
declaramos que hay agravio y que debe 
formarse la división de la herencia de que 
se trata haciendo las cuentas y adjudica­
ción que sean necesarias con arreglo á lo 
prescrito en los artículos cuatrocientos se­
tenta y ocho y siguientes de la ley de 
Enjuiciamiento civil. El Juez de primera 
instancia, D. Francisco de Madrid Dáviía, 
en lo sucesivo, cuando los peritos terceros 
hayan de evacuar su cometido cuide de 
que se cite á las partes y álos peritos nom­
brados por ellas para que puedan concur­

rir aquellas y estos al acto en la forma 
prevenida en la regla décima tercia del ar­
tículo trescientos tres; cuide de salvar las 
enmiendas que deban hacerse en las pro­
videncias que dicte, y de que cuando un 
litigante se mantiene en rebeldía se sigan 
con respecto á él los trámites marcados 
en el título vigésimo quinto de dicha ley; 
y por ningún pretcsto ni motivo, ni aun 
por acuerdo de los litigantes, permita que 
se sigan otros procedimientos que los que 
la misma ley tiene establecidos para cada 
clase de juicios. Mandamos que se reinte­
gre un plie^í' de papel del sello primero 
correspondiente al despacho del folio cien­
to ochenta y cuatro de la pieza primera y 
que ademas de notificarse esta sentencia 
en estrados y de hacerse notoria por me­
dio de edictos, se publique en el Boletín 
oficial de la provincia. Y por esta nuestra 
sentencia definitivamente juzgando, así lo 
pronunciamos y firmamos.=Antonio Al­
varo Campaner.=Nicolas Campuzano.= 
Salvador de Broca.=Rafael Gonzalo Mu­
ñoz.

Es copia literal de la transcrita senten­
cia, cuya copia libro á fin de poderse in­
sertar la misma sentencia en el Boletin 
oficial de esta provincia de que certifico. 
Palma seis de abril de mil ochocientos se­
senta y uno.=José María Vich y Alóu.

N'úm. 1545.
D. Francisco de Madrid Davila 

juez de primera instancia del 
partido de Palma y de Hacienda 
de las Baleares,

Por disposición de este Juzgado de Ha­
cienda se sacan á pública subasta por tér­
mino de veinte dias un cuartón de tierra 
viña sito en los Asmasos de la villa de Fe- 
lanitx y una tercera parte de media cuartera- 
da de tierra sita en Son Cerda de dicha villa 
propias las espresadas dos fincas de Francisco 
Muiré, las cuales quedan evaloradas, á 
saber la primera en ochenta libras y la
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otra en ciento cincuenta libras moneda ma- 
llorquina; cuyas fincas se venden para con 
su producto satisfacer y pagar la multa y 
costas en que queda condenado dicho Mu­
iré, y su consorte Juana María Nicolao en 
la causa contra ellos formada sobre 
aprehensión de tabaco de contrabando, 
quedando señalado para su remate el día 
diez de mayo próximo á las doce de 
su mañana en los estrados de este Juzga­
do. Palma diez y seis abril de mil ochocien­
tos sesenta y uno.—Francisco de Madrid 
Dávila—P. S. Mandado—Miguel Villa— 
longa Escribano.

Núm. 1546.
D. Gregorio Romea Juez de primera ins­

tancia de Palma Mallorca Distrito de 
la Catedral.

Hace saber: Que en los autos juicio 
ejecutivo que siguen en este Juzgado 
D. Bartolomé Peña y Bosch contra Gui­
llermo Oliver y Capó sobre pago de cier­
ta cantidad de dinero á instancia del eje­
cutante se ha señalado el día diez y siete 
de mayo próximo venidero, á las doce de 
su mañana, en los estrado de este Juzgado, 
para el remate de una finca sita en el térmi­
no de la villa de Fornalutx y distrito del 
molino den Galera, de tenor de tres cuar­
tones, ó lo que realmente es, lindante con 
tierra de Magin Amengual Polla y con la 
de Antonio Barceló Cordella, avalorada en 
seiscientas libras de esta moneda equiva­
lentes á siete mil nueve cientos setenta y 
dos reales treinta y dos céntimos. Y para 
que llegue á noticia de los que quieran 
interesarse en la subasta se anuncia por 
este edicto. Palma diez y seis de abril de 
mil ochocientos sesenta y uno.=Gregorio 
Romea.=Por su mandado=Pedro Gaza.

Núm. 1547.
JUNTA PROVINCIAL 

de agricultura, industria y comercio de las 
Baleares.

Sección de comercio.—Muchos señores 
comerciantes y navieros de esta capital, 
han dejado de remitir á la secretaría de 
esta Junta, la nota ó declaración que se 
Ies reclamó por circular fecha 28 de fe­
brero último repartida á domicilio, sin du­
da por que no llegó á su poder este do­
cumento; y teniendo dicha dependencia 
necesidad absoluta de formar el registro 
de comerciantes verdadera matriz de los 
que ejercen la profesión mercantil, para 
cumplir los preceptos del Código y velar 
y defender como es justo sus derechos ci­
viles ruego á todos los Sres. que por des­
cuido ó ignorancia de las disposiciones le­
gales no hayan presentado hasta el día la 
referida nota lo verifiquen en el término mas 
breve para evitarse los perjuicios que de 
otro modo podría irrogárseles. Palma 16 
abril de 1861—El Vice-Presidente de la 
Sección de Comercio —Andrés Castelló.__  
P. A. de la S.=:E1 Secretario, Miguel 
Sancho.

SUPREMO 
tribunal de justicia. 
En la villa y corte de Madrid, á 14 de

marzo de 1861, en los autos pendientes 
ante Nos en virtud de apelación interpues­
ta por el Ayuntamiento y vecinos del Cu­
bo de D. Sancho de la providencia de la 
Sala primera déla Real Audiencia de Va- 
lladolid, denegatoria de la admisión de re­
curso de casación: •

Resultando que en 26 de mayo de 1857 
entabló demanda el Marques de Cerralbo 
en el Juzgado de primera instancia de Vi- 
tigudinopara que los vecinos del Cubo de 
D. Sancho dejasen á su libre disposición el 
término y casas de dicho pueblo que les 
tenia arrendado, y que á su vez los refe­
ridos vecinos entablaron otra en 14 de 
agosto de 1859 para que el Marques pre­
sentase los títulos de adquisición, decla­
rándolos en su dia insuficientes para co­
brar las pensiones que le satisfacían:

Resultando que el Ayuntamiento y ve­
cinos pretedieron que se acumularan am­
bos juicios; que desestimada la acumula­
ción por el Juez de primera instancia en 
providencia de 12 de diciembre de 1859, 
que confirmó la Sala primera de la Real 
Audiencia de Valladolid, interpusieron 
aquellos recurso de casación: y que nega­
da también su admisión produjo esta ne­
gativa la presente apelación:

Visto, siendo Ponente el Ministro don 
Laureano Rojo de Norzagaray:

Considerando que la sentencia dada en el 
incidente sobre acumulación de autos y 
contra la que interpuso recurso de casa­
ción el Ayuntamiento y vecinos del Cubo 
de D. Sancho, no recae sobre definitiva, 
ni pone término al juicio, ni hace imposi­
ble su continuación, pues según su diversa 
índole y naturaleza pueden ambos juicios 
seguirse independientemente y con la sepa­
ración debida;

Fallamos que debemos confirmar y con­
firmamos con costas el auto apelado que 
dictó la Sala primera de la Real Audien­
cia de Valladolid en 12 de junio de 1860, 
por el cual denegó la admisión del recur­
so de casación; y devuélvanse los autos á 
la misma Audiencia con la certificación 
correspondiente.

Así por esta nuestra sentencia, que se 
publicará en la Gacela, dentro de los 
cinco dias siguientes á su fecha, y á 
su tiempo en la Colección legislativa, pa­
sándose al efecto las oportunas copias, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
Ramón López Vázquez.=Sebastian Gon­
zález Nandin.=Pedro Gómez de Hermosa 
=Laurcano Rojo de Norzagaray.

Publicación.=Leida y publicada fué la 
precedente sentencia por colimo. Sr. don 
Ramón López Vázquez, Presidente de la 
Sala primera del Supremo Tribunal de 
Jnslicia, celebrando audiencia pública la 
misma Sala en el dia de hoy, de que yo 
el Escribano da Cámara certifico.

Madrid 14 de marzo de 186L=Juan 
de Dios Rubio.

(^Gacela del VI de marzo.)

En la villa y corte de Madrid, á 26 de marzo 
de 1861, en los autos de competencia entre 
los Jueces de primera instancia del distrito 
de la Audiencia de esta corte y de la ciudad de 
Oviedo sobre conocimiento del interdicto para 
adquirir la posesión de los bienes relictos por 
el fallecimiento de D. Pedro de Salas Oma­
ña; del juicio necesario de testamentaria del 
mismo y del de división de los bienes vin­
culados que poseía:

Resultando que D. Pedro de Salas Oma­
ña, poseedor de varios vínculos, de los que 
fué declarado sucesor inmediato su sobrino 
D. Pedro López Grado falleció en Oviedo el 
dia 2 de octubre de 1860, bajo el testamento 

que habia otorgado en esta corte en 3 de se­
tiembre de 1854, en el que nombró por su 
universal heredera á su esposa Doña Ramona 
Valdés de los Río s :

Resultando que por esta se acudió al Juez 
de Oviedo en 5 de octubre de 1860, pidien­
do se la diera posesión de los bienes de su 
difunto esposo, la cual se le mandó dar y dió 
en el mismo dia, sin perjuicio de tercero, 
acordándose las demas diligencias propias de 
este juicio:

Resultando que en 10 del referido mes acu­
dió asimismo D. Pedro López Grado al Juez 
del distrito de la Audiencia de Madrid so­
licitando también la posesión que se le man­
dó dar y dió de la mitad de los vínculos que 
■obtuvo su difunto tio D. Pedro de Salas Oma­
ña, de los cuales estaba declarando inme­
diato sucesor, y que en este concepto, y como 
tal, acreedor de la testamentaría, promovió 
en el siguiente dia 11 el juicio necesario 
de ella, el cual se tuvo por prevenido:

Resultando que suscitada competencia en­
tre ambos Juzgados sobre el conocimiento 
de estos juicios, sostuvo la suya el de Oviedo 
fundado en que Doña Ramona Valdés se ha­
llaba en posesión de la herencia en virtud 
del legítimo título de heredera; que el ca­
rácter de inmediato sucesor de la vincula­
ción solo autorizaba á López Grado para 
promover el juicio de división, y que si 
bien Salas Omaña tenia casa abierta en Ma­
drid como en Oviedo, hacia mas de un año 
que residia en este último punto, donde 
ademas radicaban la mayor parte dg.sus bie­
nes y habia tenido lugar su fallecimiento:

Resultando que el Juzgado de esta eorte 
fundó su competencia en que Salas Omaña 
era vecino de ella, y que D. Pedro López 
Grado, como inmediato sucesor de los ma­
yorazgos, era acreedor á su testamentaría, y 
por tanto tenia derecho á provocar el juicio 
necesario que debía radicar en el Juzgado 
del domicilio del difunto:

Resultando que Doña Ramona Valdés en­
tabló ademas otra demanda en el Juzgado de 
Oviedo sobre división y partición de los bie­
nes vinculados, y que emplazado para ello 
López Grado en esta corte, suscitó otra com­
petencia sobre su conocimiento, apoyado en 
que el juicio universal de testamentaría atraía 
á sí á los demas, sosteniendo el de Oviedo 
á su vez la suya por la improcedencia de aquel, 
y existir la mayor parte de los bienes en la 
provincia á que dá nombre:

Visto, siendo Ponente el Ministro D. Joa­
quín de Palma y Vinuesa:

Considerando que prevenido en esta corte 
el juicio necesario de testamentaría, al que 
"como universal deben acumularse todos sus 
incidentes, la cuestión, sin prejuzgar otra 
alguna y en el estado que presentan las com­
petencias suscitadas, queda reducida á fijar 
cual fué el verdadero domicilio del difunto 
D. Pedro de Salas Omaña:

Considerando que resulta plenamente pro­
bado, por los documentos aducidos, que lo 
tuvo en esta corté, de la que fué vecino, y 
que para entenderse legalmente que lo ha- 

‘ bia trasladado á Asturias, habría sido indispen­
sable que así lo hubiese manifestado formal­
mente ante la Aiüoridad local de su nueva 
residencia, conformé á lo dispuesto en las 
Reales órdenes de 20 y 30 de agosto de 
1845 y <853, y á la jurisprudencia ya es­
tablecida por este Supremo Tribunal;

Fallamos que debemos declarar y decía 
ramos que el Juzgado de primera instancia 
de esta corte á quien corresponda, es el com­
petente para conocer del juicio necesario de 
testamentaría de que se trata y sus inciden­
cias remitiéndose las actuaciones sin per­
juicio al del distrito de la Audiencia para los 
efectos á que haya lugar con arreglo á de­
recho.

Y por esta nuestra sentencia que se publi -

wa
cara en la Gaceta dentro de los tres días 
siguientes á su fecha y á su tiempo en la 
Colección legislativa, pasándose al efecto las 
oportunas copias, lo pronunciamos, manda­
mos y firmamos.—Ramón López Vázquez.— 
El Sr. D. Sebastian González Nandin votó 
en la Sala y no puede firmar.—Ramón Ló­
pez Vázquez.—Manuel Ortiz de Zúñiga.— 
Antero de Echarri.—Joaquín de Palma y 
Vinuesa.—Pablo Jiménez de Palacio.—Lau­
reano Rojo de Norzagaray.

Publicación. — Leída y publicada fué la 
precedente sentencia por el limo. Sr. don 
Joaquín de Palma y Vinuesa, Ministro de la 
Sala primera del Supremo Tribunal de Jus­
ticia, celebrando audiencia pública la mis­
ma Sala en el dia de hoy, de que yo el 
escribano de Cámara certifico.

Madrid 26 de marzo de 1861.—Juan de 
Dios Rubio.

(Gacela del 5 de abril.)

En la villa y corte de. Madrid, á 5 de 
abril de 1861, en los autos de competen­
cia que ante Nos pende entre el Juzgado 
de la Capitanía general de Andalucía y el 
Tribunal de Comercio de Sevilla, acerca 
del conocimiento de las diligencias incoa­
das á instancia de don Manuel Santa Eu­
genia:

Resultando que en 12 de julio de 1860, 
el D. Manuel giró una letra de cambio á 
cuatro meses fecha á su propia orden y car­
go de D. Alfonso de Santiago por la suma 
de 9.783 rs. y 31 mrs., valor de cacao 
Caracas remitido al mismo, cuya letra fué 
aceptada por el D. Alfonso:

Resultando que no habiéndose pagado á 
su vencimiento, Santa Eugenia acudió en 
20 de noviembre al Tribunal de Comercio 
de Sevilla solicitando que Santiago reco­
nociese la firma de la aceptación para pre­
parar la via ejecutiva; y estimada esta pe­
tición, se citó al mismo para que compa­
reciese á prestar la declaración solicitada:

Resultando que el D. Alfonso presentó 
escrito en el Juzgado de la Capitanía ge­
neral pidiendo que se oficiara de inhibi­
ción al Tribunal de Comercio; y hecho así, 
se aceptó por este la competencia:

Resultando que el Juzgado militar se 
apoya en que D. Alfonso Santiago es Co­
misario Ordenador honorario del ejército, 
y como tal goza de fuero, según la Real 
orden de 31 de mayo de 1855, que pre­
viene que los honores en todas las carreras 
causan las mismas preeminencias preroga­
tivas y esenciones que los destinos que re­
presentan;

Y resultando que el Tribunal de Comer­
cio alega que los honores de Comisario 
Ordenador no dan al Don Alfonso el 
fuero de Guerra según la ley 1.a, tít. 4.°, 
libro 6.° de la Novísima Recopilación, y la 
Real orden de 10 de julio de 1832; y que 
ademas es privativa la jurisdicción de Co­
mercio para atender en toda controversia 
judicial sobre obligaciones procedentes de 
contratos de comercio:

Vistos, siendo Ponente el Ministro de 
este Supremo Tribunal, D. Domingo Mo­
reno:

Considerando que con arreglo á la ju­
risprudencia establecida por este Supremo 
Tribunal en varias de sus resoluciones, an­
teriores las unas y posteriores las otras á la 
Real orden de 31 de mayo de 1855, los 
honores de una categoría no llevan consi­
go el goce de fuero, á no ser que su con­
cesión aparezca espresamente consignada 
en el correspondiente Real despacho, de cu­
ya circunstancia carece el que por testimonio 
ha presentado en autos D. Alfonso de San­
tiago, y le fué espedido en 4 de agosto de 
1830;
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Y considerando que aun en el caso de 

que dicho Comisario honorario disfrutase 
del fuero militar, no debería el Juzgado 
de la Capitanía general conocer de la re­
clamación de D. Manuel Santa Eugenia 
porque naciendo ella de una negociación 
mercantil, el privativo del ramo es el úni­
co competente para entender en semejan­
tes controversias, conforme á lo dispuesto 
en los artículos 2.°, 359, final del 360, 
párrafo 2.°del 43í y i,199 del Código de 
Comercio,

Fallamos que debemos declarar y decla­
ramos que el conocimiento de estos autos 
corresponde al Tribunal de Co.mercio de 
Sevilla, al que se remitan unas y otras 
actuaciones para lo que proceda con ar­
reglo á derecho.

Así por esta uuestra sentencia que se 
publicará en la Gaceta del Gobierno ó in­
sertará en la Colección legislaiwa, para lo 
cual se pasen las oportunas copias certifi­
cadas, lo pronunciamos mandamos y firma­
mos.—Juan Martin Carramolino.—Félix 
Herrera de la Riva.—Juan María Biec.— 
Felipe de Urbina.—Eduardo Elío.—Do­
mingo Moreno.

Publicación.— Leida y publicada fué la 
precedente sentencia por ej limo. Sr. don 
Domingo Moreno, Ministro del Tirbunal 
Supremo de Justicia, estándose celebrando 
audiencia pública en su Sala segunda hoy 
dia de la fecha, de que certifico como 
Secretario de S. M. y su Escribano de 
Cámara.

Madrid 5 do abril de 1861.—Dionisio 
Antonio de Puga.

En la villa y corte de Madrid, á 4 de 
abril de 1861, en ios autos que en el Juz­
gado de primera instancia del distrito de 
Lavapiés de esta corte y en la Sala segun­
da de la Audiencia ha seguido D. Ramón 
Soriano y Pelayo con la viuda é hijos de 
Bonaplata sobre pago de maravedís; pen­
dientes en este Supremo Tribunal en virtud 
de apelación de la sentencia en que la 
referida Sala denegó el recurso de casa­
ción que esta interpuso:

Resultando que D. Ramón Soriano en­
tabló demanda ejecutiva, que fué repar­
tida al referido Juzgado de Lavapiés y Es­
cribanía de D. Juan José Morcillo, para 
que Doña Josefa Roura por sí y á nom­
bre de sus menores hijos le pagase la can­
tidad de 1.240.000 rs. y sus intereses 
que le eran en deber, según escritura de 
15 de abril de 1857:

Resultando que despachado el manda­
miento de ejecución y hallándose en cier­
to estado el indicado pleito, el mismo don 
Ramón presentó escrito en el propio Juz­
gado y Escribanía de D. Fermín Gutiér­
rez y Gomara pidiendo que la Doña Jose­
fa reconociese la firma de un pagaré de 
99.975 rs. girado á favor de aquel, con 
cuyo motivo solicitó esta en el pleito eje­
cutivo la acumulación de las referidas di­
ligencias, esponiendo que ademas de ser 
las mismas las personas interesadas, la deu­
da del pagaré tenia igual origen que la 
precedente de la escritura, como que los 
99.975 rs. eran réditos del 1.240.000 del 
préstamo convenido por la misma, según 
ofreció justificar:

Resultando que sustanciado el inciden­
te, el Juez de primera instancia denegó 
la acumulación; y habiendo apelado Doña 
Josefa Roura en la representación en que 
litigaba, se remitieron los autos á la Au­
diencia; y después de haberse desestimado 
por la Sala segunda la solicitud que ante 
ella hizo para que se recibiera á prueba el 
incidente mencionado de acumulación, y 
se mandase que D. Ramón Soriano eva­

cuase posiciones, se dictó sentencia en 24 
de noviembre confirmando con costas la 
apelada:

Resultando que contra este fallo inter­
puso en tiempo la Doña Josefa recurso de 
casación, fundado en las causas cuarta y 
sesta del art. 1.013 de la ley de Enjui­
ciamiento civil; y la referida Sala en 24 
de diciembre declaró no haber lugar al 
recurso en atención á que su sentencia no 
ponia término al juicio ni hacia imposible 
su continuación;

Y resultando que de este proveído ape­
ló la Doña Josefa, en cuya virtud se re­
mitieron los autos á este Supremo Tri­
bunal:

Vistos, siendo Ponente el Ministro del 
mismo D. Felipe de Urbina:

Considerando que la sentencia de la Sa­
la, confirmatoria de la del Juez de pri­
mera instancia, por la que se denegó la 
acumulación de las diligencias que se han 
referido, recayó sobre esta solicitud dedu­
cida en el pleito ejecutivo, y que con di­
cha sentencia no se hizo imposible la con­
tinuación del juicio, lo que era indispen­
sable se hubiese verificado, según el artí­
culo 1.011 de la ley de Enjuiciamiento, 
para que contra la misma pudiese darse 
d recurso de casación;

Y considerando que por carecer de es­
te requisito necesario el interpuesto por 
Doña Josefa Roura, no concurren en él 
las circunstancias establecidas por el artí­
culo 1.025,

Fallamos que debemos confirmar y con­
firmamos el auto apelado, entendiéndose 
no haber lugar á la admisión del recurso 
de casación interpuesto por la parte de 
Doña Josefa Roura de Bonaplata, á quien 
condenamos en las costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se 
publicará en la Gaceta del Gobierno é in­
sertará en la Colección legislativa, para lo 
cual se pasen las oportunas copias certifi­
cadas, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos. =Juan Martin Carramolino.=Fé- 
lix Herrera de la Riva.=Juan María Biec. 
=Felipe de Urbina.=Eduardo Elío.= 
Domingo Moreno.

Publicación.=Leida y publicada fué la 
precedente sentencia por el limo. Sr. don 
Felipe de Urbina, Ministro del Tribunal 
Supremo de Justicia, estándose celebrando 
audiencia pública en su Sala segunda hov 1 
dia de la fecha, de que certifico como Se­
cretario de S. M. y su Escribano de Cámara.

Madrid 4 de abril de 1861 .—Dionisio 
Antonio de Puga.

(Gacela del 1 de abril.') 

En la villa y corte de Madrid, á 5 de. 
abril de 1861, en los autos de competen­
cia promovida por el Juez de primera ins­
tancia del distrito de la Catedral de Mur­
cia al de igual clase del de la Audiencia de 
esta corte, sobre conocimiento de unas 
diligencias preparatorias de un juicio eje­
cutivo:

Resultando que por escritura otorgada 
en Madrid á 9de agosto de 1779, D. Die­
go Gabriel de Molina recibió de los pa­
tronos de la capellanía fundada por Doña 
María Martínez de Mondejar la. cantidad 
de 53006 rs. 32 mrs. que constituyó en 
censo á favor de dicho patronato sobre va­
rias fincas rusticas, sitas en término de la 
Huerta de dicha ciudad de Murcia, con la 
condición, entre otras, de que el pago de 
los réditos, y la redención en su caso, ha- 
bian de hacerse precisamente en Madrid, 
á cuyo fuero y jurisdicción se sometían, y ! 
á sus sucesores para el caso de no cumplir 
lo estipulado en la escritura:

Resultando que declarado por sentencia

ejecutoria del Juez de primera instancia 
del distrito de la Audiencia de esta corte 
que los bienes de la citada capellanía cor­
respondían á D. 4 ícente Moreno, á quien 
en el juicio que para ello se siguió le fué 
concedido el beneficio de pobreza, solicitó 
en tal concepto, paro reclamar ejecutiva­
mente los réditos de dicho censo desde el 
año de 1845, que no habían sido satis- 
rechos, que se procediese al cotejo de la 
escritura censual con citación del Vizcon­
de de Huerta, vecino de Murcia, como po­
seedor de las fincas gravadas:

Resultando que librado exhorto á dicha 
ciudad, y citado el Vizconde, á su instancia, 
el Juez del distrito de la Catedral de la 
misma requirió de inhibición al de esta 
corte con retención del exhorto, funda­
do en que, siendo mista de real y perso­
nal la acción que queria prepararse, era 
Juez competente el del lugar en que es­
tuviese situada la cosa ó el del domicilio 
del demandado, circunstancias que con­
currían en aquel Juzgado:

Resultando que el de Madrid se negó á 
la inhibición, ya por tratarse únicamente 
de la citación para el cotejo de una escri­
tura censual otorgada en esta corte, lo cual 
no prejuzgaba cuestión alguna de fuero, 
ya porque en todo caso seria competente 
para conocer de la demanda ejecutiva que 
se entablase, por la sumisión espresa á los 
Jueces de aquella, que contenia la escritu­
ra censual; sumisión queso sostuvo por el 
Juez de Murcia, no era obligatoria para el 
Vizconde de Huerta por no disfrutar las 
fincas por sucesión testada ni intestada, 
único modo que reconocian las leyes para 
la trasmisión de las obligaciones y dere­
chos del causante; habiendo en su conse­
cuencia remitido á este Supremo Tribu­
nal uno y otro Juez sus respectivas actua­
ciones:

Vistas, siendo Ponente el Ministro don 
Antero de Echarri:

Considerando qnc la escritura cuyo co­
tejo se pidió por D. Vicente Moreno, con­
tiene una sumisión espresa á la jurisdic- 
clon de esta corte ostensiva á todos los su­
cesores en la posesión de Jas fincas hipote­
cadas en aquella; .

Y considerando que la citación manda­
da hacer al Vizconde de Huerta para el 
cotejo indicado lo ha sido en el concepto 
de poseedor de dichas fincas; carácter que 
no ha negado, y acerca del cual nada pre­
juzga la simple citación;

Declaramos que el conocimiento de las 
diligencias espresadas corresponde al Juz­
gado de la Audiencia de esta corte, al que 
se remitirán todas las actuaciones.

Así por esta nuestra sentencia que se 
publicará en la Gaceta dentro de los tres 
dias siguientes á su fecha, y á su tiempo 
en la Colección legislativa^ pasándose al elec­
to las oportunas copias, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.—Ramón López 
Vázquez. —Sebastian González Nandin.— 
Manuel Ortiz de Zúñiga. — Antero de 
Echarri.—Joaquín de Palma y Vinuesa.— : 
Pedro Gómez de Hermosa.—Laureano Ro­
jo de Norzagaray.

Publicación.—Leída y publicada fué la 
precedente sentencia por el limo. Sr. don 
Antero de Echarri, Ministro de fá Sala 
primera del Supremo Tribunal de Justicia, 
celebrando audiencia pública la misma Sala 
en el dia de hoy, de que yo el Escribano 
de Cámara certifico.

Madrid 5 de abril de 1861.—Juan de 
Dios Rubio.

MINISTERIO DE LA GOBERNACION.

Re a l  d e c r e t o .
En el espediente y autos de competen- 

tencia suscitada entre el Gobernador de |a 
provincia de Ciudad-Real y el Juez de pri­
mera instancia de Almagro, de los cuales 
resulta que por el espresado Juez de pri­
mera instancia se procedió á la formación 
de causa criminal centra D. Miguel Sán­
chez Villalon, como Teniente de Alcalde 
de la Calzada, por el delito de prevarica­
ción comprendido en el art. 271, del Có­
digo penal, en razón a que no había castiga­
do ó perseguido por una parte á los perpetra­
dores del delito de daño y hurto de mieses, 
y por otra á los dueños de ganados que 
causaron daño en propiedades de aqueltér- 
mino; y que habiendo puesto el Juez en 
conocimiento del Gobernador de la pro­
vincia el procedimiento indicado, en virtud 
de lo .'prevenido en el art. 7.° del Real 
decreto de 27 de marzo de 1850, el Go­
bernador, de acuerdo con el Consejo pro- 
yincial, promovió la presente competencia 
c insistió en ella respecto al conocimiento 
del hecho de no haberse perseguido á los 
dueños de ganados, en consideración á que 
no habiendo cometido estos mas que una 
simple falta que podía corregirse guberna­
tivamente, la omisión del Alcalde sobre 
el mismo punto debería también ser obje­
to de corrección gubernativa:

Visto el art. 271 del Código penal, que 
castiga con la pena de inhabilitación per- 
pétua especial al empleado público que, 
faltando á las obligaciones de su oficio, 
dejare maliciosamente de promover la per­
secución y castigo de los delincuentes:

Visto el art. 3.°, párrafo primero del 
Real decreto de 4 de junio de 1847, en 
que se prohibe á los Jefes políticos (hoy 
Gobernadores) suscitar contienda de com­
petencia en los juicios criminales, á no ser 
que el castigo del delito ó falta, esté re­
servado por la ley á los funcionarios de 
la Administración ó cuando en virtud de la 
misma ley deba decidirse por la Autori­
dad administrativa alguna cuestión pré- 
via, de la cual dependa el fallo que los Tri­
bunales ordinal ios ó especiales hayan de 
pronunciar:

Considerando:
l.° Qne el conocimiento del delito 

consignado en el citado artículo 271 'del 
Código penal, que persigue el Juez de 
primera instancia de Almagro, correspon­
de á la Autoridad judicial, no habiendo, 
como no hay ley especial que faculte á la 
Administración para entender en el mismo, 
sea cual fuere la gravedad de sus circuns­
tancias:

, 2.° Que no hay tampoco en el nego­
cio cuestión prévia administrativa de la 
cual dependa el fallo que hayan de pro­
nunciar los Tribunales sobre esc delito, 
existiendo como existen, en la Autoridad 
judicial la jurisdicción y los medios nece­
sarios para su comprobación, calificación y 
castigo según las leyes:

3." Que nada de esto prejuzga la 
cuestión de autorización para procesar al 
funcionario de que se trata:

Conformándome con lo consultado por 
el Consejo de Estado en pleno,

Vengo en declarar mal formada esta 
competencia, y que no há lugar á deci­
dirla.

Dado en Palacio á treinta de marzo de 
mil ochocientos sesenta y uno.—Está ru­
bricado de la Real mano.—El Ministro de 
la Gobernación,—José de Posada Herrera.

(Gacela del 9 de abril.)

PALMA.
IMPRENTA DE D. FELIPE GUASP.
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